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Garantizar la protección de niños y niñas 
víctimas de violencia sexual
Las estadísticas sobre abusos sexuales acreditan que un porcentaje 
significativo de menores de edad son autores de dichos abusos
Las motivaciones de esta conducta son estudiadas desde distintas perspectivas científicas (sociología, 
criminología, psicología, psiquiatría, etcétera) analizando los factores que pudieran influir en este 
comportamiento y, lo que es más importante, los efectos negativos en la maduración como personas 
tanto de víctima como agresor. Se trata de una realidad compleja, de difícil abordaje, que no puede ser 
soslayada por las Administraciones públicas que tienen encomendada la protección de niños y niñas. 

Este fenómeno se agrava cuando la persona agredida no ha alcanzado la edad suficiente para expresar 
con cierto rigor el abuso sufrido y su alcance. Para ilustrar este fenómeno traemos a colación las 
circunstancias que acontecieron en una familia cuyos progenitores rompieron la convivencia de forma 
no consensuada, con fuertes desavenencias, y en la que incluso se produjo una condena al padre por 
violencia de género. Tras esta ruptura la madre interpuso una denuncia por posibles abusos sexuales 
cometidos por la hermana -solo de vínculo paterno-, que por entonces tenía 15 años, teniendo la 
víctima solo tres años.

El análisis de esta denuncia se vio dificultado por la edad de la posible víctima del abuso sexual, ya 
que su concreta etapa madurativa dificultaba su correcta comprensión de la conducta de la hermana, y 
que su relato fuese comprensible y suficientemente concluyente para disipar dudas sobre una situación 
de indudable trascendencia tanto en la prevención y atención de su integridad física y emocional, 
como también en la trascendencia jurídica de dicha conducta ya que, no lo olvidemos, el hecho tenía 
repercusiones de responsabilidad penal para la presunta agresora.

Con estos condicionantes, el resultado del estudio por los equipos especializados en abusos sexuales 
no fue concluyente, y ni se pudo afirmar ni se pudo negar la existencia de dichos abusos, tratándose de 
un comportamiento que de ser cierto afectaba de forma negativa en su respectiva proporción a ambas 
niñas, lo cual obligaba a que padre y madre hubieran de permanecer atentos a cualquier indicador 
o circunstancia que les pudiera resultar extraño y actuar en consecuencia para evitar situaciones 
potencialmente dañinas a las menores.
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Para situar en su debido contexto estos hechos, recordemos el contenido de la Orden de 30 de julio de 
2019, por la que se aprueba y publica el instrumento para la valoración de la gravedad de las situaciones 
de riesgo, desprotección y desamparo de la infancia y adolescencia en Andalucía (VALÓRAME). Este 
instrumento recoge como indicador de desprotección, además del abuso sexual, la negligencia en las 
condiciones de seguridad de la menor, calificando como de elevada gravedad que se deje al niño o 
adolescente a cargo de una persona con historia previa o antecedentes de abuso sexual, tal como 
ocurriría de existir una relación no supervisada y potencialmente dañina de la menor con su hermana, 
también menor de edad pero ya adolescente.
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Pues bien, transcurrieron otros tres años desde la primera denuncia y la posible víctima persistía en 
su relato de abusos sexuales. Es más, los especialistas de la Unidad de Salud Mental Infanto Juvenil 
decidieron cumplimentar una hoja de notificación de maltrato infantil, todo ello a sabiendas de la 
repercusión que el trámite de dicho documento provocaba conforme al protocolo establecido.

La objetividad que se debe presumir de los facultativos que integran el sistema sanitario público, unida 
a los principios que han de inspirar su actuación para preservar a los menores de riesgos y protegerlos 
de todo daño, hacen que dicha hoja de notificación tenga una especial trascendencia, por lo que 
estimamos que lo congruente hubiera sido que esta hubiera propiciado una nueva evaluación del relato 
de la menor ya que se trataba de unos abusos sexuales, todavía inciertos, y que pudieran haberse 
repetido después de la última evaluación. 

Durante todo este proceso, y tras la declaración de la situación de desamparo de la niña, esta se 
encontraba cumpliendo una medida protección en un centro residencial, por lo que, a la vista de tales 
hechos y con tales antecedentes, la Entidad Pública debió derivar a la menor para su estudio a los 
equipos especializados en abusos sexuales. Sin embargo, dicha Entidad no lo consideró necesario 
argumentando los perjuicios que ello pudiera suponer y la conveniencia de posponer el análisis al 
momento idóneo para realizarlo, que sería aquel en que la niña estuviese alejada del litigio entre sus 
progenitores y sufriendo menos influencia del entorno familiar paterno y materno.

Es cierto que la realización de un nuevo estudio sobre el abuso sexual pudiera perjudicar a la víctima, 
es lo que en la literatura científica se conoce como “revictimización” por daños asociados a la 
multiexploración. Sin embargo, se ha de confiar en la profesionalidad del personal especializado, cuya 
especial pericia y experiencia en el abordaje de este tipo de valoraciones les hace aproximarse a la 
menor con el mayor tacto y mesura, utilizando para ello instrumentos técnicos especializados que en 
determinados casos permiten alcanzar conclusiones con un grado de certeza aceptable.

Por ello, y con fundamento en el interés superior de la menor que debe presidir cualquier actuación 
que le afecte, recomendamos a la Delegación Territorial de Huelva, como tutora de la niña en aquel 
momento, que remitiera el caso de la menor a la unidad especializada para valorar casos de abuso 
sexual a menores, con la finalidad de que se efectúe un estudio que corrobore su veracidad o, en su 
caso, pueda descartar la existencia de tales abusos. Lamentablemente, esta resolución no ha sido 
aceptada, por lo que la hemos elevado a órgano superior jerárquico.

Más Información en Informe Anual 2020. Capítulo 1.7. Infancia y Adolescencia, epígrafes 1.7.2.2.1. y 1.7.2.2.2
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